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Resumen 

La reforma agraria en Colombia constituye una deuda histórica que, lejos de 

resolverse mediante la mera redistribución de la tierra, exige una 

transformación estructural de las relaciones sociales, económicas y simbólicas 

que configuran la ruralidad. Este documento analiza la centralidad de las 

mujeres campesinas en la reconfiguración de la cuestión agraria desde un 

enfoque feminista interseccional, e incorpora elementos del feminismo 

comunitario, la economía del cuidado y las perspectivas latinoamericanas del 

buen vivir. El documento se nutre de un ejercicio desarrollado por el Centro de 

Estudios en Investigaciones Rurales (CEIR) y el Secretariado Nacional de 

Pastoral Social Cáritas Colombiana en el marco del “Encuentro de Mujeres 

Rurales y Campesinas del Huila” (2025), desde allí se examinan las formas en 

que las mujeres construyen agendas de incidencia política que desbordan las 

concepciones tradicionales de política pública. Se argumenta que la reforma 

agraria con enfoque de género implica no solo el acceso a la tierra, sino el 

reconocimiento de los trabajos de cuidado, la garantía de la vida, la 

sostenibilidad territorial y la participación política efectiva. Asimismo, se 

plantea que las mujeres campesinas emergen como sujetas políticas que 

disputan el sentido del desarrollo rural, proponiendo alternativas basadas en la 

relacionalidad con la tierra, la comunidad y la vida. En este sentido, el artículo 
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sostiene que cualquier proyecto de transformación agraria en Colombia que 

ignore estas dimensiones está condenado a reproducir las mismas estructuras 

de desigualdad que pretende superar. 

Palabras clave: reforma agraria; mujeres campesinas; feminismo rural; 

incidencia política; territorio; buen vivir. 

 

1. Introducción: la reforma agraria como disputa epistémica y política 

La reforma agraria en Colombia no puede ser comprendida únicamente como 

un problema de distribución de la tierra, sino como una disputa profunda por 

el sentido del territorio, la producción y la vida misma. Históricamente, las 

políticas agrarias han sido diseñadas desde una racionalidad moderna, colonial 

y patriarcal que ha privilegiado modelos productivistas, invisibilizando otras 

formas de relación con la tierra. En este marco, las mujeres campesinas han 

sido sistemáticamente excluidas no solo del acceso a la propiedad, sino 

también del reconocimiento como sujetas políticas y epistémicas.  

La historia de la tenencia de la tierra en Colombia ha sido predominantemente 

masculina, estructurada bajo un modelo patriarcal que relegó a la mujer rural 

al ámbito doméstico y al cuidado, invisibilizando su rol como productora y 

sujeta de derechos. No obstante, las últimas décadas han marcado una 

transición fundamental desde la exclusión normativa hacia una búsqueda de 

incidencia política integral, como se evidencia en las recientes movilizaciones 

y proclamas territoriales. En tal sentido, es relevante mencionar que 

históricamente, el acceso a la tierra en Colombia estuvo ligado a la figura del 

"jefe de hogar", posición que legal y socialmente recaía en los hombres. 

Durante las primeras leyes de reforma agraria, como la Ley 200 de 1936 y la Ley 

135 de 1961, la mujer no era considerada un sujeto prioritario para la 

adjudicación de baldíos. Esta exclusión no solo era económica, sino simbólica, 



pues se desconocía que las mujeres rurales son "guardianas de la naturaleza, 

el agua y la semilla" (Secretariado Nacional de Pastoral Social [SNPS], 2025). 

El cambio jurídico significativo comenzó con la Ley 30 de 1988 y, 

posteriormente, con la Ley 160 de 1994, que introdujeron por primera vez el 

derecho de las mujeres a ser adjudicatarias de tierras en condiciones de 

equidad. Sin embargo, la implementación de estas leyes enfrentó barreras 

estructurales: la falta de educación, la violencia armada y la ausencia de 

servicios básicos en el campo. En las últimas décadas, el concepto de reforma 

agraria ha evolucionado de la simple distribución de hectáreas hacia una 

"Reforma Agraria Integral". Este cambio se nutre de la educación popular y el 

feminismo campesino. Siguiendo los planteamientos de Freire (1970), las 

mujeres han transitado por procesos de concientización para reconocerse 

como "sujetas políticas en la transformación del territorio" (Cáritas Noruega y 

Universidad de La Salle, 2025). 

Los procesos organizativos contemporáneos evidencian un giro significativo, 

en el cual las mujeres rurales se posicionan como actoras centrales en la 

redefinición de la cuestión agraria, articulando demandas que desbordan las 

categorías tradicionales de la política pública. La experiencia del Encuentro de 

Mujeres Rurales y Campesinas del Huila (2025) constituye un ejemplo 

paradigmático de esta transformación, en tanto configura un espacio de 

producción colectiva de conocimiento y acción política. En este contexto, la 

proclama construida por las lideresas no debe ser leída únicamente como un 

listado de demandas, sino como una propuesta integral de reconfiguración del 

orden agrario, en la cual la tierra, el cuerpo, el cuidado y el territorio se articulan 

como dimensiones inseparables. Desde esta perspectiva, el presente artículo 

propone analizar la reforma agraria como un campo de disputa epistémica y 

política, en el cual las mujeres campesinas no solo reclaman derechos, sino que 

producen nuevas formas de comprender y habitar el mundo rural. 



 

2. Marco teórico: feminismos latinoamericanos, cuerpo-territorio y 

economía del cuidado 

El análisis de la reforma agraria con enfoque de género requiere situarse en un 

marco teórico que reconozca la especificidad de los contextos 

latinoamericanos. En este sentido, los aportes de los feminismos decoloniales 

y comunitarios resultan fundamentales para comprender las formas en que las 

mujeres campesinas construyen su relación con el territorio. Rita Segato (2016) 

plantea que el cuerpo de las mujeres ha sido históricamente un territorio de 

disputa, lo que permite establecer una analogía entre la violencia patriarcal y 

las dinámicas de despojo territorial. Esta noción de cuerpo-territorio ha sido 

retomada por movimientos de mujeres indígenas y campesinas para 

denunciar las múltiples violencias que atraviesan sus vidas, así como para 

reivindicar su derecho a habitar y cuidar sus territorios. 

Por su parte, Silvia Federici (2012) ha señalado que el capitalismo se ha 

sostenido históricamente sobre la explotación del trabajo reproductivo no 

remunerado, realizado principalmente por mujeres. En el contexto rural, esta 

situación adquiere una dimensión particular, en tanto las mujeres no solo 

realizan labores domésticas, sino que también participan activamente en la 

producción agrícola, el cuidado de semillas y la sostenibilidad de la vida 

comunitaria. Sin embargo, este trabajo sigue siendo invisibilizado en las 

políticas agrarias, lo que reproduce su exclusión. 

Asimismo, los planteamientos de Eduardo Gudynas (2011) sobre el buen vivir 

permiten ampliar la comprensión del desarrollo rural más allá de la lógica del 

crecimiento económico. Desde esta perspectiva, el territorio no es un recurso 

a explotar, sino un espacio de vida que debe ser cuidado y preservado. Las 

mujeres campesinas, al posicionarse como guardianas de la naturaleza y de la 

semilla, encarnan esta visión alternativa, proponiendo modelos de desarrollo 



basados en la sostenibilidad y la relacionalidad. En conjunto, estos enfoques 

permiten comprender que la reforma agraria con enfoque de género no puede 

limitarse a la redistribución de recursos, sino que implica una transformación 

profunda de las relaciones de poder, conocimiento y producción. 

La necesidad de integrar una perspectiva de género en la reforma agraria 

contemporánea en Colombia trasciende la mera distribución de predios y se 

configura como un imperativo de justicia reparativa frente a una exclusión 

histórica que ha invisibilizado a la mujer como sujeta productiva. Durante 

décadas, la estructura agraria nacional se cimentó sobre un modelo patriarcal, 

relegando a las campesinas a roles de colaboración informal o cuidados 

domésticos sin reconocimiento jurídico ni económico; esta brecha no es 

accidental, sino el resultado de desigualdades estructurales que han 

confinado a la mujer a la precariedad habitacional y productiva. Abordar el 

enfoque de género hoy implica reconocer que las mujeres rurales son las 

principales guardianas de la biodiversidad y las semillas, y que su acceso formal 

a la propiedad es el único camino para romper el ciclo de pobreza 

intergeneracional. Sin una política que priorice la titulación femenina y que 

comprenda las particularidades de su relación con el territorio, cualquier 

intento de reforma será insuficiente, pues seguiría operando bajo una lógica 

de subordinación que ignora que las mujeres son el "alma del campo" y el 

soporte de la soberanía alimentaria nacional. Una reforma con perspectiva de 

género debe, por tanto, desmantelar las barreras burocráticas y culturales que 

impiden que la mujer sea reconocida como propietaria autónoma, 

garantizando que el derecho a la tierra se traduzca en una ciudadanía rural 

plena y efectiva. 

En segundo lugar, la relevancia de la perspectiva de género en el actual 

proceso de transformación rural radica en la urgente necesidad de reconocer 

y valorar la economía del cuidado como un pilar fundamental del desarrollo 

agrario. Históricamente, el trabajo realizado por las mujeres campesinas que 



abarca desde la crianza y la alimentación hasta el mantenimiento de huertas 

caseras y la gestión del agua ha sido excluido de las cuentas nacionales y de la 

planeación de políticas públicas de desarrollo. El ejercicio práctico realizado 

con mujeres en el Huila resalta que las campesinas trabajan "desde antes de 

que salga el sol" (SNPS, 2025), y sostienen la vida en territorios donde el Estado 

es precario. Argumentativamente, una reforma agraria integral debe 

incorporar el reconocimiento de este trabajo mediante sistemas de seguridad 

social, pensiones justas y servicios de cuidado institucionalizados que liberen 

tiempo para la participación política y productiva de las mujeres. De acuerdo 

con la fundamentación teórica de la educación popular y la pedagogía 

emancipadora (Freire, 1970), se comprende que la autonomía de la mujer rural 

está intrínsecamente ligada a su capacidad de incidir en las decisiones de su 

comunidad. Si la reforma agraria actual solo se enfoca en el componente 

técnico de la tierra y omite la dimensión humana de los cuidados, se corre el 

riesgo de sobrecargar a las mujeres con nuevas responsabilidades productivas 

sin aliviar sus cargas domésticas previas. Por ello, la incidencia política de las 

lideresas rurales apunta a un modelo donde la "casa común" sea un espacio de 

equidad, donde el bienestar no sea un privilegio, sino un derecho garantizado 

por políticas públicas caracterizadas y sensibles al género. 

La incorporación de la mujer campesina en la reforma agraria es una condición 

sine qua non para alcanzar la paz territorial y la estabilidad social en el 

posconflicto colombiano. Las mujeres rurales han sido víctimas 

desproporcionadas del desplazamiento forzado y el despojo, pero 

simultáneamente han emergido como "tejedoras de esperanza y 

constructoras de futuro" (Cáritas Noruega y Universidad de La Salle, 2025). La 

necesidad de abordar este enfoque responde a que las mujeres poseen una 

visión del territorio basada en la resiliencia y la sostenibilidad, priorizando la 

producción de alimentos para el consumo local frente a los modelos 

extractivistas o de monocultivos a gran escala. Al fortalecer las capacidades de 



incidencia de las lideresas, como se propuso en el taller pedagógico del Huila, 

se garantiza que la reforma agraria sea democrática y participativa, 

permitiendo que las comunidades definan sus propias rutas de desarrollo. La 

exigencia de "capital semilla", "asociatividad" y "comercialización sin 

intermediarios" refleja una propuesta política clara: la mujer rural no quiere ser 

solo una beneficiaria de subsidios, sino una socia estratégica del Estado en la 

construcción de una ruralidad digna. En conclusión, la reforma agraria actual 

debe ser el vehículo para saldar la deuda histórica con las campesinas, 

transformando las matrices de opresión en matrices de oportunidad, donde la 

identidad, la realidad y las aspiraciones de las mujeres sean el eje articulador 

de la nueva Colombia rural que se pretende edificar. 

 

3. Metodología: educación popular y producción colectiva de conocimiento, 

una experiencia de voces y proclamas de mujeres campesinas en el Huila 

El proceso metodológico se enmarca en la educación popular y la investigación 

cualitativa participativa. Se trabajó con 110 a 150 mujeres campesinas 

provenientes de Algeciras, El Agrado, Palermo y la vereda El Guayabo, el 

espacio dialógico se desarrolló el 25 de junio del 2025. El proceso se desarrolló 

en las siguientes fases: apertura, corpografía, pirámide de necesidades, matriz 

de incidencia y proyección política. Desde el enfoque cualitativo, se realizó una 

codificación temática abierta identificando categorías como: acceso a tierra, 

cuidado, violencias de género, participación política y sostenibilidad. 

Posteriormente, se realizó una codificación axial que permitió relacionar 

categorías con estructuras de desigualdad, y finalmente una codificación 

selectiva que consolidó la categoría central: reforma agraria para la vida. Las 

dinámicas implementadas, como la corpografía y la matriz de necesidades, 

facilitaron la articulación entre lo personal y lo político, lo que evidenció que las 

problemáticas individuales están profundamente conectadas con estructuras 



sociales más amplias. Este proceso metodológico no solo permitió identificar 

necesidades, sino también reconocer capacidades y saberes propios, lo que 

fortalece la autonomía de las participantes. La proclama resultante es, por 

tanto, una expresión de este proceso colectivo, en la cual se condensan las 

experiencias, demandas y aspiraciones de las mujeres campesinas. 

 

El proceso desarrollado en el Huila se inscribe en la tradición de la educación 

popular, la cual plantea que el conocimiento no es un privilegio de expertos, 

sino una construcción colectiva que emerge de la experiencia. Junto a Freire 

(1970), este enfoque busca generar procesos de concientización que permitan 

a las personas comprender críticamente su realidad y actuar sobre ella. En el 

caso del taller analizado, la metodología participativa permitió que las mujeres 

campesinas no solo compartieran sus experiencias, sino que también 

construyeran diagnósticos y propuestas de manera colectiva. 

El diseño metodológico se estructuró en una jornada intensiva de 

aproximadamente cuatro horas, organizada en bloques secuenciales que 

permitieron transitar de la dimensión subjetiva a la construcción de 

propuestas de incidencia política. En un primer momento, correspondiente a 

la fase de apertura y generación de confianza, se desarrolló una dinámica de 

presentación en círculo que buscó reconocer la diversidad de trayectorias de 

las participantes, establecer acuerdos de convivencia y crear un ambiente de 

escucha activa. Este momento inicial es fundamental en metodologías de 

educación popular, ya que reconoce que el conocimiento emerge en 

condiciones de confianza y horizontalidad, y no en relaciones jerárquicas. 

En un segundo momento, centrado en el reconocimiento de la identidad y la 

experiencia vivida, se implementó la técnica de la corpografía grupal. Las 

participantes, organizadas en pequeños grupos, construyeron 

representaciones colectivas del cuerpo de la mujer, en las cuales plasmaron 



emociones, experiencias de vida, violencias, deseos y aspiraciones. 

Posteriormente, el ejercicio se repitió desde la identidad específica de “mujer 

campesina”, lo que permitió evidenciar las particularidades de la ruralidad en 

la configuración de sus experiencias. Este paso metodológico resulta clave, en 

tanto articula la noción de cuerpo-territorio (Segato, 2016), visibilizando cómo 

las opresiones se inscriben tanto en el cuerpo como en el espacio que se habita. 

El tercer momento metodológico estuvo orientado al análisis de necesidades 

y problemáticas, a través de la construcción de una pirámide de necesidades. 

En este ejercicio, las mujeres identificaron y jerarquizaron sus demandas en 

tres niveles: necesidades básicas, comunitarias y aspiracionales. Este proceso 

permitió no solo ordenar las problemáticas, sino también generar una lectura 

crítica de las condiciones estructurales que las producen. La posterior 

socialización en plenaria facilitó la identificación de patrones comunes, 

evidenciando que las experiencias individuales responden a dinámicas 

colectivas de desigualdad. 

En un cuarto momento, se avanzó hacia la construcción de propuestas 

mediante la elaboración de una matriz colectiva de incidencia. En esta fase, las 

participantes identificaron, para cada necesidad priorizada, tres dimensiones 

fundamentales: los aportes que pueden realizar como mujeres organizadas, las 

responsabilidades que corresponden al Estado y el nivel de conocimiento 

existente sobre políticas públicas relacionadas. Este ejercicio permitió visibilizar 

tanto las capacidades comunitarias como las brechas institucionales, 

configurando una herramienta analítica y política que articula diagnóstico y 

acción. La construcción de esta matriz no solo sistematiza información, sino 

que también fortalece la agencia de las mujeres, al reconocerlas como actoras 

con capacidad de propuesta y no únicamente como sujetas demandantes. 

El quinto momento metodológico se centró en la proyección política, 

mediante una reflexión colectiva orientada por la pregunta: ¿cómo pueden 



incidir las mujeres campesinas en las decisiones que afectan sus territorios? A 

partir de esta discusión, se identificaron espacios concretos de participación, 

tales como juntas de acción comunal, comités de reforma agraria y 

asociaciones campesinas, así como estrategias de incidencia que incluyen la 

socialización de la proclama, el fortalecimiento organizativo y el uso de 

herramientas de comunicación comunitaria. Este momento evidencia la 

transición de la reflexión a la acción, característica central de la educación 

popular. 

Finalmente, el proceso concluyó con una dinámica simbólica de compromiso 

colectivo, en la cual cada participante expresó un deseo y una acción concreta 

para la transformación de su territorio. Este cierre no solo cumple una función 

metodológica, sino también política y afectiva, en tanto refuerza el sentido de 

comunidad y la proyección a futuro. En términos analíticos, este proceso 

metodológico permitió la generación de información cualitativa rica en 

contenido simbólico, político y territorial, que fue posteriormente 

sistematizada para la construcción de la proclama y la matriz de incidencia. 

Además, el carácter participativo del proceso garantiza la validez del 

conocimiento producido en tanto este emerge directamente de las 

experiencias y reflexiones de las mujeres campesinas. En este sentido, la 

metodología no solo es un medio para la recolección de datos, sino un 

componente constitutivo del proceso de empoderamiento y construcción de 

subjetividades políticas, lo que refuerza la idea de que la investigación y la 

acción transformadora son procesos inseparables en contextos de desigualdad 

rural. 

 

4. Resultados: la matriz de incidencia como herramienta política 

Uno de los resultados más relevantes del proceso analizado es la construcción 

de una matriz de incidencia que sintetiza las principales demandas de las 



mujeres campesinas, así como sus aportes y las responsabilidades del Estado. 

Esta matriz evidencia una comprensión compleja de la realidad, en la cual las 

mujeres no se posicionan únicamente como receptoras de políticas públicas, 

sino como actoras que contribuyen activamente a la transformación de sus 

territorios. 

Tabla 1. Matriz de incidencia 

Necesidad Aporte de las 
mujeres 

Exigencia al Estado 

Capital semilla Trabajo colectivo, 
asociatividad, 
conocimiento 
territorial 

Financiación, 
acompañamiento 
técnico y seguimiento 

Violencias de género Redes comunitarias, 
denuncia, apoyo 
mutuo 

Rutas de atención 
contextualizadas y 
protección a lideresas 

Salud y pensión Estrategias solidarias y 
organizativas 

Régimen especial 
campesino y acceso a 
servicios 

Créditos agrícolas Compromiso 
productivo y 
organizativo 

Flexibilización, 
condonación en crisis 

Fuente. Elaboración propia 

La matriz pone en evidencia una tensión estructural entre la agencia 

comunitaria y la responsabilidad estatal. Mientras las mujeres desarrollan 

estrategias de autogestión, el Estado aparece como un actor ausente o 

insuficiente, lo que limita la efectividad de las políticas públicas. 

La matriz de incidencia construida por las mujeres campesinas del Huila no 

constituye únicamente una herramienta diagnóstica, sino que puede ser 

interpretada como un dispositivo político que articula conocimiento situado, 

experiencia organizativa y proyección estratégica. En este sentido, su análisis 

permite evidenciar no solo las brechas estructurales existentes entre las 



necesidades de las comunidades rurales y la respuesta estatal, sino también la 

emergencia de formas de agencia política que desbordan las concepciones 

tradicionales de ciudadanía. Desde una perspectiva analítica, la matriz revela 

una comprensión compleja de la relación entre Estado, comunidad y territorio, 

en la cual las mujeres no se posicionan como sujetas pasivas, sino como actoras 

que negocian, disputan y redefinen los marcos de la política pública. Este 

hallazgo se alinea con lo planteado por Cornwall (2008), quien sostiene que la 

participación no debe entenderse únicamente como inclusión en espacios 

institucionales, sino como la capacidad de los actores sociales para transformar 

las reglas del juego político. 

En el eje de capital semilla y financiamiento, la matriz evidencia una tensión 

entre las lógicas comunitarias de producción y las dinámicas del mercado y el 

Estado. Las mujeres identifican como aporte propio la asociatividad, el trabajo 

colectivo y el conocimiento territorial, elementos que han sido históricamente 

desvalorizados en los modelos de desarrollo rural. Sin embargo, desde 

perspectivas como la economía feminista, estos elementos constituyen formas 

de capital social y económico fundamentales para la sostenibilidad de la vida 

(Federici, 2012). La exigencia de financiación, acompañamiento y seguimiento 

por parte del Estado no se limita a una demanda de recursos, sino que implica 

el reconocimiento de estas formas alternativas de economía. En este sentido, 

la matriz plantea una crítica implícita a los modelos de crédito rural que 

privilegian la individualización y el endeudamiento, proponiendo en su lugar 

esquemas de financiamiento que fortalezcan lo colectivo. Este planteamiento 

dialoga con las propuestas de economías solidarias en América Latina, donde 

la asociatividad es entendida como una estrategia de resistencia frente a las 

dinámicas del capital (Coraggio, 2011). 

En relación con las violencias basadas en género, la matriz pone en evidencia 

una dimensión crítica de la reforma agraria que suele ser invisibilizada en los 

debates institucionales. Las mujeres no solo identifican la existencia de 



violencias, sino que reconocen su carácter estructural y territorializado, lo que 

implica la necesidad de respuestas diferenciadas. El aporte comunitario, 

expresado en redes de apoyo y mecanismos de denuncia, evidencia la 

capacidad organizativa de las mujeres para generar estrategias de cuidado 

colectivo. Sin embargo, la exigencia al Estado de rutas de atención 

contextualizadas y protección a lideresas pone de manifiesto las limitaciones 

de los enfoques institucionales, que suelen ser urbanos y descontextualizados. 

Desde la perspectiva de Segato (2016), la violencia contra las mujeres en 

contextos rurales no puede ser entendida como un fenómeno aislado, sino 

como parte de un entramado de poder que articula patriarcado, colonialidad 

y control territorial. En este sentido, la matriz no solo denuncia la violencia, sino 

que propone una reconfiguración de las políticas de atención, basada en el 

reconocimiento de las especificidades territoriales y en la articulación con las 

capacidades comunitarias. 

En el eje de salud y pensión, la matriz introduce una dimensión fundamental 

para la comprensión de la justicia agraria: la garantía de derechos sociales 

como condición para la permanencia en el territorio. Las mujeres plantean 

estrategias asociativas para la cotización, lo que evidencia nuevamente su 

capacidad de autogestión; sin embargo, esta propuesta también pone en 

evidencia la ausencia de un sistema estatal que reconozca las particularidades 

del trabajo rural. La demanda de un régimen especial campesino se inscribe 

en debates más amplios sobre ciudadanía social en contextos rurales, donde 

el acceso a derechos básicos sigue siendo limitado. Desde la perspectiva de la 

economía del cuidado, esta situación refleja la invisibilización del trabajo 

reproductivo, que no es reconocido. 

Por otro lado, la problemática de los créditos agrícolas refleja las tensiones 

entre las lógicas del mercado financiero y las dinámicas productivas del 

campo. Las mujeres reconocen su compromiso productivo, pero señalan la 

necesidad de flexibilización y condonación en contextos de crisis, lo que se 



alinea con los planteamientos de Gudynas (2011) sobre la necesidad de 

modelos económicos que prioricen la sostenibilidad de la vida por encima de 

la rentabilidad. En este sentido, la matriz no solo plantea demandas puntuales, 

sino que cuestiona las bases del modelo económico dominante, proponiendo 

alternativas que integran la producción con el cuidado del territorio y la 

comunidad. 

Más allá de cada eje específico, la matriz de incidencia evidencia una 

capacidad política significativa por parte de las mujeres campesinas, que se 

manifiesta en varios niveles. En primer lugar, en la capacidad de diagnóstico, 

al identificar de manera clara las problemáticas y sus causas estructurales. En 

segundo lugar, en la capacidad propositiva, al plantear soluciones concretas 

que articulan lo comunitario con lo institucional y, en tercer lugar, en la 

capacidad de articulación, al reconocer la necesidad de incidir en diferentes 

escalas, desde lo local hasta lo nacional. Este ejercicio se puede interpretar 

desde la noción de “ciudadanía activa” propuesta por autores como Santos 

(2010), quien plantea que los sujetos subalternos no solo demandan derechos, 

sino que producen formas alternativas de hacer política. En el caso de las 

mujeres campesinas, esta ciudadanía activa se expresa en la construcción de 

agendas propias, en la participación en espacios comunitarios y en la 

generación de estrategias de incidencia que desbordan los canales 

institucionales tradicionales. 

De igual forma la matriz puede ser entendida como una expresión de lo que 

Molyneux (2003) denomina “intereses estratégicos de género”, en tanto no se 

limita a demandas inmediatas, sino que apunta a transformar las estructuras 

que generan desigualdad. Esto es particularmente evidente en la exigencia de 

un régimen especial campesino, en la reivindicación del trabajo de cuidado y 

en la demanda de participación política. En términos de gestión política, la 

matriz también revela la existencia de capacidades organizativas que pueden 

ser potenciadas mediante procesos de formación, acompañamiento 



institucional y fortalecimiento de redes. Las mujeres no parten de cero; 

cuentan con experiencias de asociatividad, conocimiento del territorio y 

trayectorias de liderazgo que constituyen un capital social fundamental para 

la implementación de políticas públicas. En este sentido, el desafío no es solo 

diseñar nuevas políticas, sino reconocer y articular las iniciativas existentes en 

los territorios. 

 

5. Discusión: hacia una reforma agraria feminista, territorial y para la vida 

La discusión de los hallazgos permite plantear que la reforma agraria en 

Colombia requiere una reconfiguración profunda que incorpore las 

perspectivas de las mujeres campesinas. En primer lugar, se hace evidente que 

la tierra no puede ser entendida únicamente como un bien económico, sino 

como un elemento central en la reproducción de la vida. Esta concepción 

implica reconocer el papel de las mujeres en el cuidado del territorio y en la 

sostenibilidad de los sistemas alimentarios. 

En segundo lugar, la centralidad del trabajo de cuidado plantea un desafío a 

las políticas agrarias tradicionales, que han privilegiado la producción sobre la 

reproducción de la vida. Incorporar esta dimensión implica reconocer el valor 

económico y social del cuidado, así como redistribuir las responsabilidades 

entre el Estado, el mercado y la comunidad. 

En tercer lugar, la noción de buen vivir propuesta por las mujeres campesinas 

cuestiona los modelos de desarrollo basados en la acumulación y la 

explotación de recursos. En su lugar, se propone una visión del territorio como 

espacio de vida, donde la relación con la naturaleza está mediada por el respeto 

y la sostenibilidad. 

Finalmente, la incidencia política construida por las mujeres evidencia la 

necesidad de repensar las formas de participación. Las agendas construidas 



desde abajo no solo complementan, sino que desafían las políticas públicas 

existentes, planteando la necesidad de procesos más inclusivos y 

democráticos. 

 

6. Conclusiones: reforma agraria y justicia de género como horizonte de 

transformación 

La reforma agraria en Colombia se encuentra en un momento crucial, en el 

cual las demandas históricas de redistribución de la tierra se articulan con 

nuevas exigencias relacionadas con el género, el cuidado y la sostenibilidad. 

Las mujeres campesinas, a través de sus procesos organizativos, han 

demostrado que es posible construir alternativas que desafían las lógicas 

tradicionales del desarrollo rural. El análisis presentado en este artículo permite 

concluir que una reforma agraria sin enfoque de género está condenada a 

reproducir las desigualdades existentes. Por el contrario, una reforma que 

incorpore las perspectivas de las mujeres campesinas puede contribuir a la 

construcción de un modelo de desarrollo más justo, equitativo y sostenible. 

El análisis de la matriz de incidencia y del proceso organizativo de las mujeres 

campesinas del Huila adquiere mayor profundidad cuando se pone en diálogo 

con las trayectorias históricas de los movimientos campesinos y de mujeres 

rurales en Colombia. En este sentido, resulta fundamental reconocer que las 

demandas actuales no emergen en el vacío, sino que se inscriben en un 

acumulado político construido por organizaciones como la Asociación 

Nacional de Mujeres Campesinas, Negras e Indígenas de Colombia (ANMUCIC), 

la Coordinadora Nacional de Mujeres Rurales y diversos procesos territoriales 

que han venido posicionando la agenda de género en el campo colombiano 

desde hace varias décadas. 

Las reflexiones de autoras como Magdalena León (2008) han sido centrales 

para comprender cómo la cuestión agraria en Colombia ha estado atravesada 



por relaciones de género que determinan no solo el acceso a la tierra, sino 

también la distribución del poder en el ámbito rural. León plantea que la 

invisibilización de las mujeres campesinas en las políticas agrarias responde a 

una lógica estructural que considera al hombre como sujeto productivo y a la 

mujer como apoyo doméstico, lo que limita su reconocimiento como actoras 

económicas y políticas. Esta lectura dialoga directamente con los hallazgos de 

la matriz de incidencia, en la cual las mujeres reivindican su papel en la 

producción, el cuidado y la sostenibilidad del territorio. 

Los aportes de investigadoras como Rocío Londoño (2011) permiten situar la 

lucha de las mujeres campesinas en el marco más amplio de los conflictos por 

la tierra y el territorio en Colombia. Londoño señala que las mujeres han 

desempeñado un papel clave en la defensa del territorio, no solo como víctimas 

del conflicto armado, sino como lideresas que promueven procesos de 

resistencia y reconstrucción comunitaria. Esta dimensión resulta 

particularmente relevante en el contexto del Huila, donde las mujeres no solo 

demandan acceso a la tierra, sino también garantías para la vida y la protección 

frente a violencias, lo que evidencia la interrelación entre reforma agraria y 

construcción de paz. 

Por otro lado, las perspectivas provenientes del movimiento campesino 

organizado, como las desarrolladas en el marco del Coordinador Nacional 

Agrario (CNA), han enfatizado la necesidad de una reforma agraria integral que 

reconozca al campesinado como sujeto político de derechos. En este contexto, 

las mujeres han impulsado la incorporación de un enfoque de género que 

visibilice sus demandas específicas y promueva su participación en espacios 

de toma de decisiones. Tal como lo señalan diversas sistematizaciones de 

experiencias del CNA, la participación de las mujeres no solo transforma las 

agendas políticas, sino también las formas de organización, introduciendo 

prácticas más horizontales, solidarias y centradas en el cuidado. 



En este punto, resulta clave articular estas experiencias con los planteamientos 

del feminismo comunitario latinoamericano, que propone una comprensión 

del territorio como espacio de vida y no solo como recurso productivo. Las 

mujeres campesinas del Huila, al definirse como “guardianas de la naturaleza” 

y “tejedoras de esperanza”, están construyendo una narrativa política que 

desafía las lógicas extractivistas y productivistas que han dominado la política 

agraria. Esta narrativa se alinea con las propuestas de autoras como Lorena 

Cabnal (2010), quien plantea la defensa del territorio-cuerpo-tierra como un eje 

central de las luchas de las mujeres rurales. 

La discusión también permite evidenciar que la incidencia política de las 

mujeres campesinas no se limita a la formulación de demandas, sino que 

implica la construcción de capacidades organizativas y de gestión política. En 

este sentido, la matriz de incidencia puede ser entendida como una 

herramienta pedagógica y política que fortalece estas capacidades, al permitir 

a las mujeres identificar actores, responsabilidades y estrategias de acción. 

Este proceso se articula con lo que autoras como Luna y Villarreal (2021) han 

denominado “empoderamiento político colectivo”, entendido como la 

capacidad de las mujeres para incidir en las decisiones públicas desde sus 

propios marcos de referencia. 

Sin embargo, a pesar de estos avances, persisten desafíos significativos. La 

implementación de políticas con enfoque de género en el ámbito rural 

continúa enfrentando resistencias institucionales y culturales, así como 

limitaciones en términos de recursos y voluntad política. Además, la 

persistencia de violencias contra lideresas sociales constituye una barrera 

estructural para la participación política de las mujeres, lo que pone en 

evidencia la necesidad de articular la reforma agraria con políticas de 

protección y garantía de derechos. 



En este sentido, la discusión permite concluir que la reforma agraria en 

Colombia se encuentra en una encrucijada: puede continuar reproduciendo 

las desigualdades históricas o puede convertirse en una oportunidad para 

avanzar hacia un modelo de desarrollo rural más justo e inclusivo. La 

incorporación de las perspectivas de las mujeres campesinas no es solo una 

cuestión de equidad, sino una condición fundamental para la sostenibilidad y 

legitimidad de cualquier proceso de transformación agraria. 

El análisis desarrollado en este artículo permite afirmar que la reforma agraria 

en Colombia debe ser repensada desde una perspectiva integral que incorpore 

de manera central el enfoque de género y las experiencias de las mujeres 

campesinas. Lejos de ser un componente accesorio, la inclusión de estas 

perspectivas constituye una condición necesaria para la construcción de un 

modelo de desarrollo rural que sea socialmente justo, ambientalmente 

sostenible y políticamente democrático. 

En primer lugar, se evidencia que las mujeres campesinas no son únicamente 

beneficiarias de políticas públicas, sino actoras políticas que producen 

conocimiento, construyen propuestas y lideran procesos de transformación 

territorial. La experiencia del Huila demuestra que, a través de metodologías 

participativas y de educación popular, es posible generar espacios de reflexión 

y acción que fortalecen la agencia política de las mujeres y contribuyen a la 

construcción de agendas de incidencia. 

En segundo lugar, la matriz de incidencia construida por las mujeres permite 

identificar una visión integral de la reforma agraria, en la cual se articulan 

dimensiones económicas, sociales, políticas y ambientales. Esta visión desafía 

las concepciones tradicionales de la política agraria, que tienden a centrarse 

en la redistribución de la tierra, y propone en su lugar un enfoque orientado al 

sostenimiento de la vida. En este sentido, la reforma agraria debe ser entendida 

como un proceso de transformación estructural que implica no solo cambios 



en la distribución de recursos, sino también en las relaciones de poder y en los 

modelos de desarrollo. 

En tercer lugar, el artículo pone en evidencia la importancia de reconocer el 

trabajo de cuidado como un componente central de la economía rural. Las 

mujeres campesinas, al asumir responsabilidades en la producción, la 

reproducción y la vida comunitaria, sostienen el tejido social y económico del 

campo, pero su trabajo continúa siendo invisibilizado y no remunerado. 

Incorporar esta dimensión en las políticas públicas es fundamental para 

avanzar hacia una mayor equidad de género. 

En cuarto lugar, la discusión resalta la necesidad de fortalecer las capacidades 

de gestión política de las mujeres campesinas, a través de procesos de 

formación, acompañamiento institucional y reconocimiento de sus 

organizaciones. La incidencia política no se limita a la participación en espacios 

formales, sino que implica la capacidad de construir propuestas, generar 

alianzas y disputar sentidos en el ámbito público. 

El artículo plantea que la reforma agraria en Colombia debe orientarse hacia la 

construcción de un horizonte de “reforma agraria para la vida”, en el cual el 

territorio sea concebido como un espacio de cuidado, sostenibilidad y 

dignidad. Este horizonte implica reconocer la centralidad de las mujeres 

campesinas en la construcción de paz, la soberanía alimentaria y la justicia 

social. 
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